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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR UNA RESPUESTA OPORTUNA Y DE FONDO. “[E]n el presente asunto está acreditada la omisión por parte del Coordinador Archivo General del Ministerio de Defensa a la respuesta que debe brindarle al accionante, con ocasión de la petición que parcialmente le fue remitida por competencia por parte de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales, y esta no ha cumplido a cabalidad con extender al interesado los documentos en la forma solicitada y por ser finalmente la competente para ello, como lo demuestra la foliatura, como quiera que la enviada durante este trámite, no suple el pedimento, salta a la vista, como ya se anunciara, el resquebrajamiento del pluricitado derecho, como quiera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para ello, desde cuando se radicó en cada una de las dependencias lo de rigor, y ello dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. Por consiguiente, en el tiempo que se señale, el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, coronel Dairo Nicolás Hernández, o quien haga sus veces, o delegue para el evento, deberá dar respuesta o poner en conocimiento del actor, la que se dice generó con ocasión de la solicitud impetrada por este (OFI16-75126 del 22 de septiembre de 2016 –f. 19-) y que le fuera remitida por competencia por parte de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales de la misma Cartera el 6 de septiembre de 2016. De igual manera, en el término que se indique, Lina María Torres Camargo, en su calidad de coordinadora de la dependencia en cita, o quien hagas sus veces, o delegue para el evento, deberá dar respuesta al interesado bajo la precisa forma solicitada a la petición radicada el 15 de junio de 2016 relacionada con copias auténticas del expediente No. 32559 de 2003 relacionado con indemnización por disminución de capacidad laboral y de la Resolución No. 2425 de 2005 con sello de ejecutoria. Se ordena lo puntualmente consignado, pues la queja última que se trae a colación por el libelista acerca de que igualmente solicitó tablas pensionales, tal situación le fue respondida con oficio fechado a septiembre 6 del año inmediatamente anterior (f. 11), en el que se le explicó lo concerniente y, por tanto, no podría aludirse por este hecho, mas allá de que la petición no le fue favorable, que se estuviera vulnerando el derecho de petición que se concede por los aspectos ya plasmados. En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.”.
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Nelson Enrique Ricaurte Quintero contra el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa, a la que fue vinculada la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales de la misma.
  



ANTECEDENTES




Nelson Enrique Ricaurte  Quintero, por medio de apoderado judicial,  promovió esta acción de tutela contra el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por la citada entidad.
  



Adujo, en síntesis, que el 14 de junio de 2016, solicitó a la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa copias auténticas de varios documentos (f. 7 y 8), para lo cual se le expidieron algunas de ellas y en las que corresponden al expediente 32559 de 2003 –indemnización por disminución de la capacidad laboral- y Resolución No. 2425 de 2005 con nota de ejecutoria, se indicó que dicha petición fue remitida por competencia al Grupo Archivo General con oficio del 6 de septiembre de 2016, pero a la fecha no ha obtenido ninguna respuesta sobre ese particular. 
  



Pidió, por tanto, el amparo del derecho invocado y como consecuencia de ello, que se ordene al Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, brindarle una respuesta veraz y concreta.
 



Con la demanda aportó copias, entre otras, de la solicitud a la que hace alusión y de la remisión que se efectuó a la precitada entidad.




Se le dio trámite a la acción y se dispuso la vinculación de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa. El Coordinador Grupo Archivo General, envió copia del oficio que remitió a aquella dependencia, en el que le da cuenta de que el expediente prestacional del señor Ricaurte Quintero no reposa en esa dependencia y que de ello se le dio cuenta al interesado. Por medio de la abogada profesional de defensa GR 8, el Grupo Archivo General  indicó que con ocasión de la información que le fue arrimada por la citada Coordinación, se verificó que lo solicitado por el accionante sí reposaba en su dependencia y se procedió, entonces, a enviar la respuesta del caso al correo electrónico suministrado por el apoderado judicial interesado en la causa.

 



Intervino de nuevo este para expresar que sí se recibió el correo anunciado, pero que lo adjuntado no era lo pedido, pues, los documentos se solicitaron en copia auténtica y no fueron arrimados de esa manera, pese a que efectuó el pago de rigor, además de haber solicitado tablas pensionales (f. 24 y 25).
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).
  



Valga advertir de una vez, que la Sala no halla reparo en la legitimación que se anuncia en esta causa, respecto de la promoción de la misma por medio de apoderado judicial, toda vez que si bien, el poder que se aportó para iniciarla tiene dirección hacia el Ministerio de Defensa Nacional, despacho del que hacen parte las entidades involucradas en la parte pasiva, dentro del mismo se hizo expresa y contundente referencia a que se otorgaba, entre otro aspecto, para promover la acción de tutela que se iniciare, como en efecto se hace, con ocasión de las solicitudes allí impetradas. Dada la informalidad y principios que gobiernan una acción de esta estirpe, en la que ni siquiera se exige la autenticación de un memorial de esa envergadura, se tiene, por tanto, válida tal connotación. 

Superado este escollo, se tiene que en este caso, Nelson Enrique Ricaurte Quintero, trata de poner a salvo el derecho de petición del que es titular, que se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

  



Descendiendo al caso concreto, se tiene que con el documento visible a folio 19, hay certeza de la solicitud de que da cuenta la demanda frente al Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa, a quien por competencia le fue remitida la petición cuya dilación en la respuesta es la que origina la promoción del libelo, no obstante que, en últimas, a la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales hubo de indicársele que es realmente la dependencia a su cargo quien debe suministrar la contestación pertinente, según da cuenta el mismo documento citado y se consiente con la respuesta que se brinda a la Sala (f. 20 y 21).
  



Y a partir de ahí, para decirlo de una vez, acorde con lo que enseña la foliatura, se encuentra acreditada la vulneración del derecho solicitado en amparo por parte de ambas dependencias, como pasa a explicarse:

 



En efecto, el libelo se dirigió de manera puntual y directa contra el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa, habida cuenta de que allí, por competencia, el Grupo Prestaciones Sociales de la misma Cartera, le remitió lo relacionado con la solicitud atañedera a copias auténticas del expediente No. 32559 de 2003 referido a indemnización por disminución de capacidad laboral y de la Resolución No. 2425 de 2005 con sello de ejecutoria, sin que a la fecha de promoción de libelo se conociera de la suerte de la misma. Aquella entidad únicamente arrimó a este trámite copia del oficio que extendió con destino a Prestaciones Sociales informándole que era ese Grupo, el que contaba con el expediente prestacional del peticionario y que de ello informó al mismo, pero sin que acreditara de alguna manera que, en realidad, así le hubiere respondido y puesto al tanto de la cuestión. Es decir, y atendiendo a que la demanda, se repite, fue dirigida puntualmente en su contra, no hay de dónde colegir que efectivamente puso en conocimiento del interesado la comunicación del caso.   
  



Y ahora, el Grupo finalmente con competencia para responder lo solicitado, indica haber enviado correo electrónico al apoderado judicial del interesado adjuntándole los documentos pedidos, recibido que corroboró el destinatario (f. 24  a 26), en lo que corresponde a su recepción, mas no en lo que se refiere al cumplimiento efectivo de la respuesta, pues, está claro, que lo solicitado tiene la connotación de ser copias auténticas, pero deja ver la parte actora que los documentos escaneados como fueron enviados no revisten esa particularidad, necesaria para el trámite que se pretende iniciar. Es decir, se colige de ello, que pese a remitírsele por este Departamento una respuesta en particular, la misma no alcanza los matices desarrollados por la jurisprudencia, pues baste decir, solicitados los documentos de rigor debidamente autenticados y no expedírselos de esa manera, se concluye, sin ambages de alguna índole, que aún no se ha satisfecho lo concerniente.
  



 De manera que como en el presente asunto está acreditada la omisión por parte del Coordinador Archivo General del Ministerio de Defensa a la respuesta que debe brindarle al accionante, con ocasión de la petición que parcialmente le fue remitida por competencia por parte de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales, y esta no ha cumplido a cabalidad con extender al interesado los documentos en la forma solicitada y por ser finalmente la competente para ello, como lo demuestra la foliatura, como quiera que la enviada durante este trámite, no suple el pedimento, salta a la vista, como ya se anunciara, el resquebrajamiento del pluricitado derecho, como quiera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para ello, desde cuando se radicó en cada una de las dependencias lo de rigor, y ello dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. 
  



Por consiguiente, en el tiempo que se señale, el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, coronel Dairo Nicolás Hernández, o quien haga sus veces, o delegue para el evento, deberá dar respuesta o poner en conocimiento del actor, la que se dice generó con ocasión de la solicitud impetrada por este (OFI16-75126 del 22 de septiembre de 2016 –f. 19-) y que le fuera remitida por competencia por parte de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales de la misma Cartera el 6 de septiembre de 2016. De igual manera, en el término que se indique, Lina María Torres Camargo, en su calidad de coordinadora de la dependencia en cita, o quien hagas sus veces, o delegue para el evento, deberá dar respuesta al interesado bajo la precisa forma solicitada a la petición radicada el 15 de junio de 2016 relacionada con copias auténticas del expediente No. 32559 de 2003 relacionado con indemnización por disminución de capacidad laboral y de la Resolución No. 2425 de 2005 con sello de ejecutoria.

  



Se ordena lo puntualmente consignado, pues la queja última que se trae a colación por el libelista acerca de que igualmente solicitó tablas pensionales, tal situación le fue respondida con oficio fechado a septiembre 6 del año inmediatamente anterior (f. 11), en el que se le explicó lo concerniente y, por tanto, no podría aludirse por este hecho, mas allá de que la petición no le fue favorable, que se estuviera vulnerando el derecho de petición que se concede por los aspectos ya plasmados.

  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE la protección del derecho de petición que invoca Nelson Enrique Ricaurte Quintero.




En consecuencia:

  



1. Se ordena al Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, coronel Dairo Nicolás Hernández, o quien haga sus veces, o delegue para el evento, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, expida respuesta o ponga en conocimiento del actor, la contestación que se dice generó con ocasión de la solicitud impetrada por este (OFI16-75126 del 22 de septiembre de 2016 –f. 19-) y que le fuera remitida por competencia por parte de la Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales de la misma Cartera el 6 de septiembre de 2016.

                                          2.  Se ordena a Lina María Torres Camargo, en su calidad de Coordinadora Grupo Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, o quien hagas sus veces, o delegue para el evento, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, brinde respuesta al interesado bajo la precisa forma solicitada a la petición radicada el 15 de junio de 2016 relacionada con expedición y entrega de copias auténticas del expediente No. 32559 de 2003 relacionado con indemnización por disminución de capacidad laboral y de la Resolución No. 2425 de 2005 con sello de ejecutoria.

  



De estas circunstancias darán cuenta a este despacho.  
Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 





A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA              

� Sentencia T-481 de 2016


� Sentencia T-192 de 2007.
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